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Además de señalar las labores a realizar en cuanto a la designación de un delegado de Protección de Datos en 
cada Consejería, esta Comisión abordó entre otras las siguientes materias:

a) La adecuación de todos los formularios en que se recogen datos de Ia ciudadanía;

b) El establecimiento de procedimientos que permitan responder a los ejercicios de derechos en los plazos 
previstos por el Reglamento;

c) Los mecanismos para el ejercicio de los derechos, los anáIisis de riesgos. El establecimiento de un registro 
de actividades de tratamiento, Ia verificación de las medidas de seguridad, Ia identificación de violaciones de 
seguridad de los datos o la realización de una evaluación de impacto de Ia privacidad, entre otras muchas 
actividades.

Cabe destacar que en el seno de Ia Administración de Junta de Andalucía ya se han realizado estas designaciones, 
existiendo al menos una persona que ejerce esta función por cada Consejería”.

Así mismo, la respuesta recibida del Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía, nos indicaba:

“...Toda la información referida a la asunción de la competencia de protección de datos en Andalucía está 
contenida en el Portal del Consejo, ...donde se describe de forma exhaustiva la situación actual de dicha 
competencia, y que coincide fielmente con el análisis expresado por esa Defensoría en su escrito. Con ello se 
hace una divulgación general de la situación. (...)”.

Añadiendo en su informe el Consejo de Transparencia y Protección de Datos: “En noviembre de 2017 la consejera 
de Hacienda y Administración Pública en una comparecencia parlamentaria, indicó que una vez que se aprobara la 
ley orgánica de transparencia en el Estado, era voluntad del Gobierno que el Consejo de Transparencia ejerciera las 
funciones ejecutivas que marca el Estatuto de Autonomía para hacer efectivo ese derecho en materia de protección 
de datos.

Por otra parte, hay que destacar que siempre ha sido una prioridad para el Consejo (y basta con analizar cualquier 
intervención de su director, para corroborarlo) la formación y difusión de sus funciones y competencias en el ámbito 
local.

No obstante, hay que señalar la Agencia estatal de protección de datos en sendos informes (abril y agosto de 
2016) concluía que, hasta tanto no se asumiera efectivamente la competencia, el Consejo no podía representar a la 
Comunidad Autónoma de Andalucía en su Consejo Consultivo.

Partiendo de esta indiscutida situación, pero en la confianza de que el Ejecutivo andaluz actuaría sin demora, el 
Consejo intervino en eventos en el que se examinaban las repercusiones de la futura aplicación del RGPD, advirtiendo 
de las importantes adaptaciones que debían afrontar los organismos públicos (...)”.

Recibidas las respuestas anteriores, las mismas se están analizando y estudiando, ahora a la luz de la nueva 
regulación establecida en la materia, tras la aprobación, publicación y promulgación de la Ley Orgánica 3/2018, 
de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales (BOE Núm. 294, de 
6 de diciembre de 2018), con la finalidad de formular nuestras Resoluciones a la luz del nuevo régimen jurídico 
establecido tan recientemente en el Ordenamiento interno del Estado, complementando el de la UE.

1.1.2.4 Organización Local
Finalmente en el ámbito material de organización, funcionamiento y régimen jurídico de Administración Local, 

hemos continuado recibiendo repetidas reclamaciones sobre lo que se consideraba por las personas que las 
formulaban, lesiones respecto al estatuto de las personas miembros de las corporaciones locales de Andalucía; 
así sobre el derecho de acceso a información y documentación de concejales. En el ejercicio de 2018 tratamos las 
quejas 17/0693, 17/3389, 17/4322, 17/6471, 18/0838, 18/1006, 18/2812, 18/3482, 18/4147, 18/6020 y la 18/6210.
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En todos los expedientes de queja tramitados por ese motivo hemos otorgado el mismo tratamiento respecto 
de la controversia suscitada, tratando de efectuar un pronunciamiento conciliador al respecto de los derechos 
afectados en estos casos, fundamentalmente incardinados en la esfera del derecho fundamental a la participación 
en los asuntos públicos reconocido en el art. 23 de la Constitución.

Sirvan como ejemplo de nuestras Resoluciones al respecto, las recaídas en la queja 17/4322 tramitada a 
instancia de un grupo político con representación en el Pleno del Ayuntamiento de Algeciras, sobre 
solicitudes de información acerca de la situación de los impagos del Ayuntamiento a proveedores afectados, así 
como los pagos en curso.

Nuestra Resolución al respecto se expresaba en el siguiente sentido:

“[De lo actuado ] se deduce que el Ayuntamiento viene manteniendo silencio o falta de respuesta a los numerosos 
escritos y solicitudes de información y documentación planteados por la concejal y grupo promoventes de la queja; lo 
mismo que a las peticiones de colaboración que le ha cursado el Defensor del Pueblo andaluz, de lo que cabe extraer 
como conclusión que efectivamente se produce un incumplimiento de deberes legales por parte del Ayuntamiento 
que impide el normal ejercicio del derecho fundamental antes referido (artículo 23 de la Constitución) por parte del 
promotor de la queja.

En consecuencia, debe reclamarse del Ayuntamiento de Algeciras el cumplimiento efectivo de las obligaciones 
contenidas en los artículos 14 a 16 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las 
Corporaciones Locales, aprobado por Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, facilitando al Grupo Municipal 
solicitante la información requerida, con las advertencias pertinentes respecto de la necesidad de guardar reserva 
respecto de aquellos datos especialmente protegidos contenidos en dicha información.

No obstante lo anterior, quisiéramos trasladar a las partes concernidas en todas y cada una de las quejas de esta 
naturaleza que tratamos, algunas consideraciones sobre la intervención de esta Institución que, de forma reiterada 
se vienen instando por los concejales y grupos Políticos de las Entidades Locales de Andalucía, con la finalidad de que 
por los órganos de Gobierno del Ayuntamiento concernido se dé contestación de forma expresa y además de manera 
positiva a las diversas peticiones de acceso a la información, solicitud de datos y reclamación de documentación que 
viene planteando en su condición de representantes de un grupos políticos municipales y como medio para el mejor 
ejercicio de su labor de oposición y control de los gobiernos locales.

Así, deseamos indicar -con alcance general- que la consecución de una Administración local lo más democrática, 
transparente y participativa posible, que atienda las pretensiones de los Grupos municipales y Concejales, y 
prioritariamente de la ciudadanía, es un objetivo común al que todos debemos contribuir y al que no debemos 
renunciar.

..., el logro de este objetivo requiere de todos la debida mesura y sentido común en la utilización de los procedimientos 
legales para hacer efectivo el derecho de acceso a la información y documentación, de forma tal que no se 
produzcan situaciones de abuso o uso excesivo del derecho que supongan una merma importante o una dificultad 
desproporcionada en el desempeño por la Administración concernida de las funciones que la vigente legislación le 
encomienda.

A este respecto, debemos señalar que la reiteración excesiva de solicitudes de acceso a información y documentación 
puede crear problemas en la gestión ordinaria de los asuntos municipales cuando se trata de entidades locales 
dotadas de escasos recursos personales y materiales, a los que se demanda una dedicación demasiado exigente en el 
cumplimiento de sus obligaciones de transparencia.

En este sentido, procede traer a colación la STS de 29 de marzo de 2006, que señala lo siguiente:

«También conviene añadir que el excesivo volumen de la documentación cuya copia sea solicitada y la 
perturbación que su expedición o entrega pueda causar en el funcionamiento de la Corporación Local, en 
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razón de los medios de que esta disponga, será un factor de legítima ponderación en la resolución que haya 
de dictarse. Pues no puede olvidarse que asegurar la normalidad de aquel funcionamiento es un imperativo 
del principio de eficacia que para la actuación de la Administración pública proclama el artículo 103 CE...».

Al margen de la anterior puntualización, debemos informarle al concejal y grupo promoventes de esta queja que 
tanto el portavoz, como los concejales de su Grupo municipal, pueden llevar a cabo las funciones de control y 
fiscalización de los órganos de gobierno municipales en la forma y mediante los instrumentos que les posibilita el 
Ordenamiento jurídico de Régimen Local, en su condición de integrantes del Pleno y de las comisiones informativas 
y especiales correspondientes, siendo en las sesiones que deben celebrar los referidos órganos colegiados y mediante 
el uso de instrumentos como mociones, propuestas, ruegos y, preguntas, cómo podrán participar y ejercer aquellas 
funciones de control y fiscalización político-administrativa.

Actuando en esa forma, y limitando sus solicitudes a lo estrictamente necesario y que no tenga establecidos 
otros cauces para el acceso, creemos que los órganos de Gobierno y los servicios municipales podrían atender más 
adecuadamente sus peticiones de acceso a antecedentes, datos e información en su poder”.

Así, nuestra Resolución contenía una Recomendación de que se facilite al promotor de la queja la información y 
documentación solicitada, con las advertencias pertinentes respecto de la necesidad de guardar reserva respecto 
de aquellos datos especialmente protegidos contenidos en dicha información.

Por otro lado, añadimos la Sugerencia para la adopción por los órganos municipales de Gobierno de iniciativa 
normativa para la inclusión en el Reglamento Orgánico, o en la normativa de régimen interior existente, de una 
regulación acerca del alcance, contenido y requisitos de los derechos estatutarios de los concejales y grupos 
políticos de la Corporación.

El Ayuntamiento respondió a nuestra Resolución aceptando la misma, razón por la que concluimos las actuaciones.

Otra cuestión que hemos tratado en el pasado ejercicio sobre la organización, funcionamiento y régimen jurídico 
de las Entidades Locales fue la relativa al régimen de sesiones de los plenos; así trataremos la queja 17/6619 
referida a la Alcaldía-Presidencia de Cogollos de Guadix, por cuanto que según afirmaba el Concejal promovente, 
en representación de grupo político municipal, no convocaba sesiones ordinarias del Pleno con la periodicidad 
acordada en la sesión constitutiva.

En la queja indicada formulamos Resolución conteniendo las consideraciones generales que en estos casos 
efectuamos sobre el derecho fundamental de participación en los asuntos públicos y su traslación al ámbito 
local. Concretamos respecto del Ayuntamiento de Cogollos de Guadix que, siendo el mismo de una población 
inferior a 5000 habitantes, resulta obligada la periodicidad trimestral de celebración de los Plenos Ordinarios, 
correspondiendo a la Alcaldía, en aplicación de lo establecido en el artículo 21 de la citada Ley Reguladora de las 
Bases de Régimen Local, velar porque así sea.

En la queja comprobamos cómo la Alcaldía ha justificado en la ausencia del secretario la alteración producida en 
la periodicidad regular de las sesiones ordinarias de pleno y, en la falta de asuntos dictaminados y a incluir en el 
Orden del día, al carecer el Ayuntamiento de otros funcionarios que pudieran sustituir al titular de la Secretaría.

Aun cuando inicialmente pudiere resultar admisible tal justificación, debemos informar al titular de la Alcaldía 
que, para que los grupos de oposición puedan llevar a cabo las funciones de control y fiscalización de los órganos 
de gobierno municipales, resulta imprescindible garantizar la convocatoria de sesiones ordinarias de 
los órganos básicos y de los complementarios, con la periodicidad establecida, pues es en esas sesiones 
y mediante el uso de instrumentos como mociones, propuestas, ruegos y preguntas, como podrán participar y 
ejercitar aquellas funciones.

Entendemos que esta obligación pueda verse condicionada por circunstancias extraordinarias o imprevistas que 
impidan la convocatoria en fecha, no obstante no parece que el disfrute de las vacaciones por el secretario general 
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del Ayuntamiento pueda considerarse una circunstancia extraordinaria o imprevista. Consideramos que, en caso de 
no poder cambiar la fecha de dichas vacaciones, podría haberse adelantado la sesión ordinaria. Si ello no hubiera 
sido posible, creemos que al menos la convocatoria debería haberse producido de forma inmediata tras la vuelta 
de vacaciones y no postergarla más de un mes desde dicha fecha.

En consecuencia con lo anterior, formulamos a la Alcaldía Resolución en el siguiente sentido:

“RECOMENDACIÓN para que con la mayor brevedad posible se proceda a remover los obstáculos que 
dificulten o puedan impedir en el futuro, la convocatoria de sesiones ordinarias de pleno con la periodicidad 
legalmente establecida.

SUGERENCIA para que se adopte por los órganos municipales de Gobierno iniciativa normativa para la 
inclusión en el Reglamento Orgánico, o en la normativa de régimen interior existente, de una regulación 
acordada y consensuada en la Asamblea municipal sobre el alcance, contenido y requisitos de los derechos 
estatutarios de los concejales y grupos políticos de la Corporación y respecto al régimen de sesiones de control 
de los órganos municipales de gobierno”.

Como finalmente no se nos contestó por el Ayuntamiento a la Resolución formulada, dimos por finalizadas las 
actuaciones de la queja con la inclusión de su reseña en el presente Informe Anual, lo que se hace en el apartado 
específico del mismo.

 En la queja 17/2753, el portavoz de grupo municipal en el Ayuntamiento de Manzanilla (Huelva) 
nos exponía que, por la Alcaldía presidencia del Ayuntamiento se venía incumpliendo el régimen de convocatoria 
de sesiones ordinarias de Pleno y su periodicidad establecida en la sesión constitutiva, en la que se acordó que se 
efectuara convocatoria de sesión ordinaria cada dos meses.

Formulada nuestra Resolución en esta queja, en similares términos a los que hemos referido en la queja anterior, 
la respuesta del Ayuntamiento nos comunicaba expresamente la aceptación de las Resoluciones formuladas por 
esta Institución. En consecuencia, le comunicamos que procedíamos a dar por concluidas nuestras actuaciones en 
el expediente de queja.

Finalmente respecto al derecho de los concejales y grupos políticos a contar con los medios materiales y personales, 
así como despacho en la sede consistorial tramitamos la queja 18/0020, referida al Ayuntamiento de Siles 
(Jaén), en la que un concejal en representación de grupo político nos exponía que venían solicitando de la Alcaldía 
un despacho para ejercer sus derechos de representación, tal y como establece el artículo 27, del Reglamento 
de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, y dotado de medios materiales y 
personales.

En la Resolución, tras formular nuestras consideraciones sobre el alcance del derecho fundamental a la participación 
en los asuntos públicos reconocido en el artículo 23 de la Constitución, sobre la relevancia del papel representativo 
de los grupos políticos en el ámbito Local; así como sobre la necesidad de motivar y justificar las limitaciones 
y excepciones al desempeño por los grupos políticos locales de su función representativa y finalmente sobre la 
conveniencia de regular en normativa local ad hoc, el ejercicio de los derechos de los grupos políticos locales, 
concluimos formulando al Ayuntamiento de Siles la siguiente Resolución:

“RECOMENDACIÓN para que con la mayor brevedad posible se proceda a remover los obstáculos que impiden 
en ese municipio el ejercicio de los derechos que reconocen a los grupos políticos los artículos 27 y 28 del Real 
Decreto 2568/86, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento 
y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales.

SUGERENCIA para que se adopte por los Órganos municipales de Gobierno iniciativa normativa para la 
inclusión en el Reglamento Orgánico, o en la normativa de régimen interior existente, de una regulación acerca 
del alcance, contenido y requisitos de los derechos estatutarios de los grupos políticos”.
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Recibido informe respuesta del Ayuntamiento de Siles a nuestra Resolución, en el mismo se hace constar 
expresamente: “...le comunico que por esta Alcaldía se acepta el recordatorio, recomendación y sugerencia 
contenidos en dicha Resolución y se intentará dar cumplimiento a la misma con la mayor rapidez posible”.

Como se aceptaban expresamente las Resoluciones formuladas, dimos por finalizada la tramitación de la queja.

1.1.2.5 Contratación en el Sector Público
En el ámbito de materias a que se contrae el presente epígrafe tuvimos ocasión de finalizar la tramitación de la 
queja 16/4378 en ella el interesado como Letrado en ejercicio del Colegio de Abogados de Sevilla, nos exponía 
que mantuvo una relación profesional con el Ayuntamiento de Arcos de la Frontera (Cádiz), que al no superar el 
importe de 18.000 euros, tenía la consideración de contrato menor.

Añadía al respecto: al finalizar 2011 ambas partes decidimos poner fin a la relación de servicios profesionales, por 
lo que el que suscribe presentó al Ayuntamiento factura detallada de los servicios prestados que fue recepcionada 
por el Delegado de Hacienda de Arcos de la Frontera, que le estampó el sello de la Delegación y firmó su recepción 
el día 18/07/2014.

Por el Ayuntamiento, al que pedimos informe, se nos respondía que no figuraba en la contabilidad municipal 
ninguna factura a nombre del interesado pendiente de su registro contable ni de pagar.

Ante la palmaria controversia de planteamientos de las partes, decidimos dar traslado de la información recibida 
del Ayuntamiento, al interesado en la queja, letrado en ejercicio, que opta por la intervención del Defensor del 
Pueblo Andaluz en la reclamación sobre el pago de sus honorarios.

El mismo nos exponía en la fase de alegaciones sus argumentos jurídicos conforme al Texto Refundido de la Ley 
de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre respecto a lo 
que consideraba el cumplimiento de sus obligaciones, relativas a presentar la factura que haya expedido por los 
servicios prestados o bienes entregados, ante el correspondiente registro administrativo a efectos de su remisión al 
órgano administrativo o unidad administrativa encargada de la tramitación.

Igualmente manifestaba el interesado haber cumplimentado las obligaciones pertinentes conforme a la normativa 
Reguladora de Haciendas Locales vigente y a las Previsiones de ejecución presupuestaria del Ayuntamiento.

Añadiendo el letrado reclamante que por su parte había acreditado documentalmente ante el Ayuntamiento de 
Arcos de la Frontera la realización de los trabajos, -de hecho conocidos por éste dado que todas las notificaciones 
judiciales llegaban al Ayuntamiento que los trasladaba a su vez al Letrado- y, además, mediante las facturas que 
se acompañaron con el escrito de queja, que según el informe del Interventor accidental del Ayuntamiento no 
aparecen contabilizadas ni pendientes de pagar, sin explicar el motivo, lo que denotaba un grave incumplimiento 
de sus obligaciones por el Ayuntamiento, según el reclamante.

En el expediente de queja formulamos Resolución incluyendo entre otras consideraciones en materia de régimen 
jurídico de los contratos en el Sector Público y sobre la recepción de facturas conforme a lo establecido en las 
Bases de ejecución del Presupuesto establecidas por el Ayuntamiento para aquel ejercicio de 2014, y toda vez 
que que constaba, por la documentación aportada por el interesado, que el mismo presentó al cobro la factura 
recepcionada en el Registro de la Delegación competente, relativa a los servicios prestados (minuta de honorarios) 
conforme exige la normativa presupuestaria local y que había facilitado información sobre la cuenta bancaria en la 
que efectuar el pago que reclamaba tras el cumplimiento de sus obligaciones contractuales.

Por lo que formulamos Recomendación en el sentido de que “a la mayor brevedad posible se procediera al 
pago de las cantidades adeudadas al promotor de la presente queja, previa inclusión en la partida presupuestaria 
correspondiente de dotación, habilitando crédito suficiente para afrontar el pago de lo adeudado y los intereses de 
demora, así como gastos causados al interesado”.
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